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RECURSO DE APELACION CONTRA EL AUTO DE FECHA 24 DE AGOSTO DE 2022- RAD.
2017-00119-00

notificaciones@laguajira.gov.co <notificaciones@laguajira.gov.co>
Mar 30/08/2022 16:45

Para: Juzgado 02 Civil Circuito - La Guajira - Riohacha <j02cctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Riohacha, 30 de julio de 2022

Doctora

YEIDY ELIANA BUSTAMANTE MESA

Juez Segundo Civil del Circuito de Riohacha

j02cctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co


Asunto: RECURSO DE APELACION CONTRA EL AUTO DE FECHA 24 DE AGOSTO DE 

2022-  RAD. 2017-00119-00.


Cordial saludo,


DANILO RAFAEL ARAUJO DAZA, actuado en mi condición de jefe de la Oficina 

Asesora Jurídica del DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA, según Decreto No. 201 

de 2020 y acta de posesión de fecha 01 de septiembre de 2020, me permito 

presentar recurso de apelación contra el auto de fecha 24 de agosto de 

2022.


DANILO ARAUJO DAZA

JEFE OFICINA ASESORA JURIDICA
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Riohacha, 29 de julio de 2022 

 

 

Doctora 

YEIDY ELIANA BUSTAMANTE MESA 

Juez Segundo Civil del Circuito de Riohacha 

j02cctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

 

 

Asunto: RECURSO DE APELACION CONTRA EL AUTO DE FECHA 24 DE 

AGOSTO DE 2022- PROCESO EJECUTIVO RADICADO. RAD. 2017-00119-00.  

 

 

Cordial saludo, 

 

DANILO RAFAEL ARAUJO DAZA, actuado en mi condición de jefe de la Oficina 

Asesora Jurídica del DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA, según Decreto No. 201 

de 2020 y acta de posesión de fecha 01 de septiembre de 2020, me permito 

presentar recurso de apelación contra el auto de fecha 24 de agosto de 2022, por 

medio del cual niega la solicitud de terminación del proceso ejecutivo, el 

levantamiento de las medidas cautelares que se encuentran sobre los recursos del 

Sistema General de Participaciones que se encuentran congelados en el Banco 

Popular por cuantía de ($9.928.533.868,15), y la entrega de títulos, en los siguientes 

términos:    

 

Resuelve usted, negar la solicitud de terminación del proceso, el levantamiento de 

las medidas cautelares decretadas y, en consecuencia, la entrega de los dineros 

embargados a la entidad territorial demandada, con el argumento que, la regla 

general establecida en el numeral 2º del artículo 34 de la Ley 550 de 1999, que 

señala los efectos que conlleva la celebración de un Acuerdo de 

reestructuración de pasivos,  no es aplicable a los Acuerdos de reestructuración 

de pasivos - ARP, que promuevan, negocien y celebren las entidades territoriales-

ET, por cuanto, según usted, la regla especial consagrada en el numeral 13 del 

artículo 58 de la Ley 550, que regula, la prohibición de iniciar procesos ejecutivos y 

decretar embargos de los activos y recursos de los departamentos, distritos y 

municipios, y, la suspensión de pleno derecho, de los procesos ejecutivos que se 

hallen en curso, a la iniciación de la negociación de los ARP, NO establece la 

terminación de los procesos ejecutivos y el levantamiento de las medidas 

cautelares, decisión que al parecer, no tuvo en cuenta las reglas de interpretación 

normativa, en especial, la interpretación sistemática que debe hacer el operador 

jurídico en la aplicación de la norma, lo que impidió identificar que, el artículo 34 de 

la Ley 550 de 1999, regula aspectos diferentes a los señalados en los artículos 14 

y 58-13 de la Ley 550 de 1999, cuya aplicación también, opera en etapas diferentes 

del proceso de negociación y celebración del ARP. 

 

Una cosa son los efectos que conlleva la iniciación de la negociación de un ARP 

(arts.14 y 58-13 de la Ley 550 de 1999) y otra cosa muy diferente, son los efectos 
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que conlleva la celebración de un ARP. Si bien es cierto, las normas tienen relación 

con la suerte que corren los procesos ejecutivos que cursan contra la ET a la 

iniciación de la negociación,  también es cierto que, las reglas generales y 

especiales que consagra la Ley 550 en los artículos 14 y 58 numeral 13, están 

dirigidas a prohibir la iniciación de procesos  ejecutivos y a la suspensión de pleno 

derecho de los procesos ejecutivos que se hallaren en curso, a la iniciación de la 

negociación, y la regla general prescrita en el numeral 2 del artículo 34 de la Ley 

550 de 1999, está dirigida a obtener la terminación de los procesos ejecutivos y el 

levantamiento de las medidas cautelares, una vez se celebre el ARP.  

  

Sobre la aplicación a las ET de las reglas generales y especiales que gobiernan en 

la Ley 550 de 1999, la suerte de los procesos ejecutivos iniciados a la iniciación de 

la negociación y la suerte de éstos a la celebración de un ARP promovido por un 

departamento, distrito o municipio, establece la Ley 550 de 1999: 

 

“Artículo 1°. Ambito de aplicación de la ley. (…) 

 

Esta ley se aplicará igualmente a las entidades territoriales, de acuerdo 

con lo dispuesto en el Título IV de la misma, y a las sucursales de 

sociedades extranjeras que desarrollen actividades permanentes en 

Colombia.  

 

 

ARTICULO 58. Acuerdos de reestructuración aplicables a las entidades 

territoriales. Las disposiciones sobre acuerdos de reestructuración e 

instrumentos de intervención a que hace referencia esta ley serán 

igualmente aplicables a las entidades territoriales, tanto en su sector central 

como descentralizado, con el fin de asegurar la prestación de los servicios 

a cargo de las mismas y el desarrollo de las regiones, teniendo en cuenta 

la naturaleza y las características de tales entidades, de conformidad con 

las siguientes reglas especiales:  

(…)” (subrayado fuera de texto) 

 

De las disposiciones trascritas, se colige que, tanto las reglas generales como las 

especiales consagradas en la Ley 550 de 1999, aplican a las ET que negocien, 

celebren y ejecuten un ARP. 

 

Ahora bien, con el fin de distinguir o diferenciar los efectos que conlleva la iniciación 

de la negociación de un ARP frente a la prohibición de iniciar procesos ejecutivos 

y a la suspensión de pleno derecho de los procesos ejecutivos que se hallaren en 

curso, a la iniciación de la negociación, con los efectos que conlleva la celebración 

de un Acuerdo de reestructuración, en relación con la terminación de los 

procesos ejecutivos y el levantamiento de las medidas cautelares decretadas, se 

hace necesario distinguir las reglas consagradas en la Ley 550 de 1.999, aplicables 

en etapas diferentes del proceso de reestructuración. 

 

I. Efectos que conlleva la iniciación de la negociación de un Acuerdo 

de reestructuración de pasivos, aplicables en la primera y segunda 

etapa del proceso de reestructuración 
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En relación con estos efectos, la Ley 550 de 1999, establece una regla general, 

consagrada en el artículo 14 de la Ley 550 de 1999, aplicable tanto a las empresas 

privadas como a las entidades territoriales y una regla especial señalada en el 

numeral 13 del artículo 58 de la Ley 550 de 1999, aplicable exclusivamente a las 

entidades territoriales. 

 

Prescriben los artículos 14 y 58-13 de la Ley 550 de 1999: 

 

“Artículo 14. Efectos de la iniciación de la negociación. A partir de la fecha 

de iniciación de la negociación, y hasta que hayan transcurrido los cuatro 

(4) meses previstos en el artículo 27 de esta ley, no podrá iniciarse ningún 

proceso de ejecución contra el empresario y se suspenderán los que se 

encuentren en curso, quedando legalmente facultados el promotor y el 

empresario para alegar individual o conjuntamente la nulidad del proceso o 

pedir su suspensión al juez competente, para lo cual bastará que aporten 

copia del certificado de la cámara de comercio en el que conste la 

inscripción del aviso. En los anteriores términos se adiciona el artículo 170 

del Código de Procedimiento Civil; y el juez que fuere informado por el 

demandado de la iniciación de la negociación y actúe en contravención a 

lo dispuesto en el presente inciso, incurrirá en causal de mala conducta. 

 

Durante la negociación del acuerdo se suspende el término de prescripción 

y no opera la caducidad de las acciones respecto de los créditos contra el 

empresario 

(….)” 

 

Artículo 58. Acuerdos de reestructuración aplicables a las entidades 

territoriales. Las disposiciones sobre acuerdos de reestructuración e 

instrumentos de intervención a que hace referencia esta ley serán 

igualmente aplicables a las entidades territoriales, tanto en su sector central 

como descentralizado, con el fin de asegurar la prestación de los servicios 

a cargo de las mismas y el desarrollo de las regiones, teniendo en cuenta 

la naturaleza y las características de tales entidades, de conformidad con 

las siguientes reglas especiales:  

(…) 

13. Durante la negociación y ejecución del acuerdo de reestructuración, 

se suspende el término de prescripción y no opera la caducidad de las 

acciones respecto de los créditos a cargo de la entidad territorial, y no habrá 

lugar a la iniciación de procesos de ejecución ni embargos de los activos y 

recursos de la entidad. De hallarse en curso tales procesos o embargos, se 

suspenderán de pleno derecho.” (subrayado y resaltado fuera de texto) 

 

Así las cosas, la prohibición de iniciar procesos ejecutivos y la suspensión de pleno 

derecho de los procesos ejecutivos que se hallaren en curso, constituye un efecto 

que conlleva la iniciación de la negociación.  Para el caso de las empresas, de 

acuerdo con lo preceptuado en el artículo 14 de la Ley 550 de 1999, la prohibición 

solo cobija las 2 etapas iniciales del proceso de reestructuración, es decir, 

comprende el término que transcurra entre la iniciación de la negociación y la 
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celebración del ARP; por el contrario, para las ET, de acuerdo con lo señalado en 

el numeral 13 del artículo 58 de la Ley 550 de 1999, la prohibición de iniciar procesos 

ejecutivos, cobija las tres etapas del proceso (negociación, celebración y ejecución) 

es decir, comprende el término que transcurra desde la iniciación de la negociación, 

hasta la terminación del ARP. 

 

La suspensión de los procesos ejecutivos que opera de pleno derecho, como efecto 

de la iniciación de la negociación de un ARP, consagrada en los artículos 14 y 

58-13 de la Ley 550 de 1999, aplica tanto para las empresas privadas como para 

las ET, desde la iniciación de la negociación, hasta la celebración del ARP. 

 

II. Efectos que conlleva la celebración de los Acuerdos de 

reestructuración de pasivos: 

 

En relación con los efectos que conlleva la celebración de un Acuerdo de 

reestructuración de pasivos, la Ley 550 de 1999, estableció una regla general, 

aplicable tanto a las empresas como a las ET que celebren ARP. 

 

Prescribe el numeral 2 del artículo 34 de la Ley 550 de 1999: 

 

“Artículo 34.  Efectos del acuerdo de reestructuración. Como 

consecuencia de la función social de la empresa los acuerdos de 

reestructuración celebrados en los términos previstos en la presente ley 

serán de obligatorio cumplimiento para el empresario o empresarios 

respectivos y para todos los acreedores internos y externos de la empresa, 

incluyendo a quienes no hayan participado en la negociación del acuerdo 

o que, habiéndolo hecho, no hayan consentido en él, y tendrán los 

siguientes efectos legales 

 

2. El levantamiento de las medidas cautelares vigentes, con excepción de 

las practicadas por la DIAN, salvo que ésta consienta en su levantamiento, 

y la terminación de los procesos ejecutivos en curso iniciados por los 

acreedores contra el empresario. Durante la vigencia del acuerdo, el 

acreedor que cuente con garantías constituidas por terceros y haya optado 

por ser parte del acuerdo, no podrá iniciar ni continuar procesos de cobro 

contra los codeudores del empresario, a menos que su exigibilidad sea 

prevista en el acuerdo sin el voto del acreedor garantizado. Esta restricción 

es aplicable sólo al cobro de acreencias que están contempladas en el 

acuerdo y que se relacionen con la empresa. 

(…)” 

 

Como corolario, señora Juez, en aplicación del numeral 2 del artículo 34 de la Ley 

550 de 1999, los Jueces de la República, una vez celebrado un ARP por parte de 

una ET, deben decretar la terminación de los procesos que cursan contra los 

departamentos, distritos o municipios y, como consecuencia de esto, el 

levantamiento de las medidas cautelares  y la devolución de los títulos de depósito 

judicial constituidos con recursos de las ET, que en los ARP, constituyen fuente de 

financiación de las acreencias reestructuradas. 
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De otra parte, como lo manifesté en la solicitud formulada ante su Despacho el 16 

de agosto de 2022, en el Acuerdo de Restructuración de Pasivos, celebrado entre 

el departamento de la Guajira y sus acreedores, el 30 de junio de 2022, se estipulo: 

 

 “CLAUSULA 14. TERMINACION PROCESOS EJECUTIVOS Y 

PROCESOS ADMINISTRATIVOS DE COBRO COACTIVO.  Una vez 

suscrito el ACUERDO DE REESTRUCTURACION, EL DEPARTAMENTO 

solicitará a los diferentes Despachos Judiciales o entidades Públicas en 

donde cursen procesos ejecutivos o procesos administrativos de cobro 

coactivo, la terminación de éstos, anexándole copia del presente acuerdo.  

 

CLAUSULA 20. MEDIDAS CAUTELARES VIGENTES: En virtud del 

presente ACUERDO DE REESTRUCTURACIÓN DE PASIVOS, y en 

desarrollo de lo dispuesto por el numeral 2º del artículo 34 y el numeral 13 

del artículo 58 de la Ley 550 de 1999, el Gobernador solicitará de manera 

inmediata a la celebración del presente ACUERDO DE 

REESTRUCTURACIÓN DE PASIVOS, el levantamiento de las medidas 

que pesan sobre los recursos y los activos de EL DEPARTAMENTO, y la 

terminación de los procesos ejecutivos y de los procesos administrativos 

de cobro coactivo que se hallen en curso. Para este efecto bastará que a 

la solicitud de que trata esta CLÁUSULA se acompañe el texto de este 

ACUERDO DE REESTRUCTURACIÓN DE PASIVOS. 

 

CLAUSULA 21. FUENTES DE FINANCIACIÓN DEL PRESENTE 

ACUERDO DE REESTRUCTURACIÓN DE PASIVOS. Teniendo en 

cuenta lo dispuesto por el artículo 12 de la Ley 617 de 2000, EL 

DEPARTAMENTO, durante el plazo de vigencia del presente ACUERDO 

DE REESTRUCTURACIÓN DE PASIVOS, reorientará a la financiación del 

mismo, el producto recaudado por concepto de las siguientes rentas: 

 

(…) 

15. El 100% de los títulos de depósito judicial constituidos con recursos 

embargados de EL DEPARTAMENTO, que ascienden a la suma 

aproximada de $16.160 millones.  De este valor, $12.645 millones 

corresponden a recursos de destinación específica del sector salud que 

serán asignados al pago de obligaciones del mismo sector. La cifra 

restante, $3.515 millones, se distribuirán a financiar pasivos del grupo 4 de 

acreedores. 

(…) 

 

CLAUSULA 25. CONSTITUCIÓN DE UNA FIDUCIA DE RECAUDO, 

ADMINISTRACIÓN, PAGOS Y GARANTÍA: Para efectos de garantizar la 

ejecución del acuerdo y, conforme lo prevé el numeral 7° del artículo 58° 

de la Ley 550 de 1999, EL DEPARTAMENTO dentro de los sesenta (60) 

días después de suscrito el presente ACUERDO DE 

REESTRUCTURACIÓN DE PASIVOS deberá celebrar un contrato de 

fiducia pública  de recaudo, administración, pagos y garantía con los 

recursos que EL DEPARTAMENTO reorientará al pago de las acreencias 
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relacionados en la Cláusula 21, durante la vigencia del presente ACUERDO 

DE REESTRUCTURACIÓN DE PASIVOS y realizará la totalidad de pagos. 

 

PARÁGRAFO 1. Hasta tanto se suscriba el encargo fiduciario de que trata 

la presente Cláusula, EL DEPARTAMENTO, se compromete a recaudar y 

administrar las rentas reorientadas para el pago de LAS ACREENCIAS 

reestructuradas y del fondo de contingencias en las cuentas establecidas 

para tales efectos durante el período de promoción y negociación del 

presente ACUERDO DE REESTRUCTURACIÓN DE PASIVOS 

(…).” 

 

Por las razones expuestas, y convencidos que la debida ejecución del Acuerdo de 

Restructuración de Pasivos, permite  obtener la estabilidad financiera de la entidad 

territorial que permitirá satisfacer los derechos fundamentales y la prestación de los 

servicios públicos a los habitantes del departamento de la Guajira, muy 

respetuosamente solicito dar cumplimiento a los preceptos contenidos en el numeral 

2 del artículo 34 de la Ley 550 de 1999, toda vez que, de no obtenerse los títulos de 

depósito judicial constituidos, el Departamento de La Guajira, incurriría en 

incumplimiento de las condiciones pactadas en el Acuerdo de Restructuración de 

Pasivos, incumplimiento que podría generar responsabilidad fiscal, al tenor de lo 

prescrito en el artículo 67 de la Ley 617 de 2000. 

Finalmente, considerando las medidas de embargo decretadas por su Despacho en 

contra de  los recursos de propiedad del departamento de la Guajira, me permito 

informar que, el artículo 594 de la ley 1564 de 2012 “Por medio de la cual se expide 

el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones” extendió el principio 

de inembargabilidad a los recursos incorporados en el presupuesto de las entidades 

territoriales y a los recursos municipales originados en transferencias de la Nación 

(salvo para el cobro de obligaciones derivadas de los contratos celebrados en 

desarrollo de las mismas). 

En consecuencia, la prohibición de embargar recursos de propiedad de las 

entidades territoriales consagrada en el artículo 594 del Código General del  

Proceso es aplicable a todas las rentas y recursos incorporados en el presupuesto 

general de las entidades territoriales, incluyendo obviamente los ingresos corrientes 

tanto los de destinación específica como los de libre destinación;   los recursos del 

Sistema General de Participaciones;  los recursos del  Sistema General de Regalías; 

los  recursos de la seguridad social y los recursos municipales originados en 

transferencias de la Nación, salvo para el cobro de obligaciones derivadas de los 

contratos celebrados en desarrollo de las mismas. 

 

Es importante anotar que de conformidad con lo dispuesto en el parágrafo del 

artículo 594 de la ley 1564 de 2012, los funcionarios judiciales o administrativos 

deben abstenerse de decretar órdenes de embargo sobre recursos inembargables 

y en el evento en que insistan en decretar la medida cautelar sobre recursos 

incorporados en los presupuestos de las entidades territoriales están obligados a 

invocar en la orden de embargo el fundamento legal para su procedencia.  
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Así mismo,  si la entidad destinataria de la medida (entre otras, las entidades 

bancarias) reciben una orden de embargo sobre recursos incorporados en los 

presupuestos de las entidades territoriales, en la cual no se indique el fundamento 

legal para la procedencia de la excepción, PODRA ABSTENERSE de cumplir la 

orden judicial o administrativa, dada la naturaleza inembargable de los recursos y 

en tal caso, deberá informar al día hábil siguiente al del recibo de la orden de 

embargo, a la autoridad judicial o administrativa que decretó la medida, sobre el 

hecho del no acatamiento de la medida por cuanto dichos recursos ostentan la 

calidad de inembargable.  La autoridad que decretó la medida deberá pronunciarse 

dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la fecha de envío de la comunicación 

del no acatamiento de la medida, indicando el fundamento legal para decretar la 

medida cautelar.  Si pasados tres (3) días hábiles el destinatario de la medida no 

recibe oficio alguno, se entenderá revocada la medida cautelar.  

Ahora bien, la Superintendencia Financiera señaló el procedimiento que deben 

adelantar las entidades Bancarias que  eventualmente,  reciban órdenes de 

embargo sobre recursos inembargables,  en el  Capítulo I del Título IV de la Parte I 

de la  Circular Externa 029 del 3 de octubre de 2014 modificada por la Circular 

Externa 039 del 5 de noviembre de 2015, indicando que  los establecimientos 

bancarios deberán seguir el procedimiento establecido en el parágrafo del artículo 

594 de la Ley 1564 de 2012 que señala: 

 “PARÁGRAFO. Los funcionarios judiciales o administrativos se 

abstendrán de decretar órdenes de embargo sobre recursos 

inembargables. En el evento en que por ley fuere procedente decretar la 

medida no obstante su carácter de inembargable, deberán invocar en la 

orden de embargo el fundamento legal para su procedencia. 

  

Recibida una orden de embargo que afecte recursos de naturaleza 

inembargable, en la cual no se indicare el fundamento legal para la 

procedencia de la excepción, el destinatario de la orden de embargo, se 

podrá abstener de cumplir la orden judicial o administrativa, dada la 

naturaleza de inembargable de los recursos. En tal evento, la entidad 

destinataria de la medida, deberá informar al día hábil siguiente a la 

autoridad que decretó la medida, sobre el hecho del no acatamiento de 

la medida por cuanto dichos recursos ostentan la calidad de 

inembargables. La autoridad que decretó la medida deberá pronunciarse 

dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la fecha de envío de la 

comunicación, acerca de si procede alguna excepción legal a la regla de 

inembargabilidad. Si pasados tres (3) días hábiles el destinatario no se 

recibe oficio alguno, se entenderá revocada la medida cautelar. 

  

En el evento de que la autoridad judicial o administrativa insista en 

la medida de embargo, la entidad destinataria cumplirá la orden, 

pero congelando los recursos en una cuenta especial que devengue 

intereses en las mismas condiciones de la cuenta o producto de la 

cual se produce el débito por cuenta del embargo. En todo caso, las 

sumas retenidas solamente se pondrán a disposición del juzgado, 
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cuando cobre ejecutoria la sentencia o la providencia que le ponga 

fin al proceso que así lo ordene.” 

 

En consecuencia, independientemente que una entidad territorial haya o no sido 

admitida para iniciar la promoción de un Acuerdo de reestructuración de pasivos en 

el contexto de la ley 550 de 1999, le es aplicable el artículo 594 del Código General 

del Proceso, razón por la cual, NO es posible decretar el embargo de los recursos 

de su propiedad incorporados en sus respectivos presupuestos.  

 

Es de aclarar, que no obstante que el artículo 58 de la Ley 550 de 1999, no consagra 

en forma expresa la terminación de los procesos ejecutivos y levantamiento de las 

medidas cautelares como consecuencia de la suscripción del Acuerdo, lo cierto es 

que se debe interpretar de manera sistemática de la norma en consonancia con el 

artículo 34 numeral 2º, atendiendo el sentido de la norma en el entendido que las 

entidades territoriales requieren restablecer su capacidad de pago para atender los 

compromisos establecido en el Acuerdo, y suscrito éste se pierde la finalidad de la 

medida cautelar decretada en los procesos ejecutivos, toda vez que la obligación a 

favor del acreedor sea satisfecha con los bienes embargados, quedado sometidas 

las partes a los parámetros del Acuerdo, al respecto, la sentencia C-493 DE 2002 

consideró la Corte Constitucional:  

 

Que el artículo 58 de la Ley 550 de 1999, para apreciar su contenido, debía 

integrarse con el artículo 13 ibidem, señalando sobre el particular lo siguientes   

 

 
 

En este sentido, mediante auto de fecha 28 de junio de 2019, proferido por el 

Juzgado Sexto Administrativo de Cali. Rad. 2016-00156-00, decretó la terminación 

del proceso ejecutivo y el levantamiento de las medidas cautelares, bajo los 

argumentos de la interpretación sistemática de las normas, en los siguientes 

términos:  



 

Dirección: Calle 1 #6-05   Línea de Atención: (5) 728-90-80 
Centro Administrativo Departamental 
Riohacha- La Guajira  
 
 

 
En virtud de lo anteriormente manifestado, solicito muy respetuosamente se sirva 

resolver favorablemente el presente recurso de apelación contra el auto de fecha 

24 de agosto de 2022, y proceda a ordenar la terminación del proceso ejecutivo, el 

levantamiento de las medidas cautelares y la entrega de los títulos judicial a la 

entidad territorial.   

 

 

Atentamente,  

 

 

 

ORIGINAL FIRMADO 

DANILO ARAUJO DAZA 

Jefe Oficina Asesora Jurídica 

 

 

 

 

 

 

 














































































































